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SENTENCIA N.° 349-17-SEP-CC

CASO N.° 0919-14-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El 30 de abril de 2014, el señor Gil Pió Quinto Estacio Torres en calidad de
procurador común de un grupo de jubilados y socios del "Fondo de Jubilación
Especial de Petroindustrial" (FOJUPIN), presentó una demanda de acción
extraordinaria de protección en contra de la sentencia del 2 de abril de 2014,
expedida por los jueces de la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de
Esmeraldas dentro de la acción de protección N.° 0002-2014, propuesta por
dichos accionantes en contra de la ingeniera Janneth Calvopiña, gerente general
del "Fondo de Jubilación Especial de Petroindustrial".

La Secretaría General de la Corte Constitucional, de conformidad con lo
establecido en el segundo inciso del cuarto artículo innumerado agregado a
continuación del artículo 8 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de
Competencia de la Corte Constitucional, el 9 de junio de 2014, certificó que en
referencia a la acción N.° 0919-14-EP, no se ha presentado otra demanda con
identidad de objeto y acción.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional conformada por las juezas
constitucionales Wendy Molina Andrade, Tatiana Ordeñana Sierra y Ruth Seni
Pinoargote, mediante auto del 23 de septiembre de 2014, admitió a trámite la
presente acción.

De conformidad con el sorteo realizado en sesión ordinaria del 15 de octubre de

2014, por el Pleno del Organismo, correspondió la sustanciación de dicha causa al
juez constitucional Antonio Gagliardo Loor, quien mediante providencia del 16 de
julio de 2015, avocó conocimiento de la causa N.° 0919-14-EP y dispuso que se
haga conocer a las partes procesales la recepción del caso, así como la
notificación del contenido de la demanda y de dicha providencia a los jueces de
la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas, a fin de que en el
término de ocho días presenten un informe debidamente motivado de descargo
acerca de los argumentos que se exponen en la demanda. De igual manera
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dispuso notificar con el contenido de dicha providencia a la Procuraduría General
del Estado y a las partes procesales.

El 5 de noviembre de 2015, se posesionaron ante el Pleno de la Asamblea
Nacional las juezas y juez constitucionales Pamela Martínez Loayza, Roxana
Silva Chicaíza y Francisco Butiñá Martínez de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 432 y 434 de la Constitución de la República del Ecuador.

Mediante memorando N.° 1557-CCE-SG-SUS-2015 del 18 de noviembre de
2015, la Secretaría General, de conformidad con el sorteo realizado en el Pleno
del Organismo, en sesión ordinaria del 11 de noviembre de 2015, remitió el
presente caso al juez constitucional, Francisco Butiñá Martínez, para la
sustanciación correspondiente.

El juez sustanciador, mediante providencia del 27 de enero de 2016 a las 15:00,
avocó conocimiento de la causa y dispuso la notificación a las partes procesales
sobre la recepción del proceso para los fines legales correspondientes.

Decisión judicial que se impugna

La decisión judicial que se impugna a través de la presente acción extraordinaria
de protección es la sentencia dictada el 2 de abril de 2014, por los jueces de la
Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas, quienes resolvieron
confirmar el auto de inadmisión de la acción de protección dictado por la jueza
primero de tránsito de Esmeraldas, que en lo principal, señala:

CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE ESMERALDAS.- SALA ÚNICA.-
Esmeraldas, miércoles 2 de abril del 2014, las 14h38.- VISTOS (...) QUINTO.- Los
recurrentes manifiestan que sus derechos constitucionales amparados en los artículos 32,
33, 34, 35, 36, 37N° 3, 66N° 1,2 y 3 literal b) y 4 y artículos 76y 82 de la Constitución
han sido conculcados; los recurrentes manifiestan que han sido conculcados sus derechos
como el derecho a la salud, al trabajo y seguridad social, a la atención a grupos
vulnerables y a la atención a adultos mayores; es necesario indicar que estos derechos ya
están declarados y establecidos tanto en la Constitución como en los instrumentos
internacionales de derechos humanos, por lo que no procede determinar la existencia de
dichos derechos porvía constitucional, por lo que, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN
NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE
LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, se confirma el Auto de
inadmisión dictado por la señora Jueza Primero de Tránsito de Esmeraldas, ya que los
accionantes pretenden que se les declare un derecho; improcedencia de la acción
prescrita en el artículo 42 numeral 5 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional. Notifíquese.
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Antecedentes que dieron origen a la acción extraordinaria de protección

Mediante Decreto Ejecutivo N.° 172 del 7 de diciembre de 2009, el presidente de
la República creó las "Transferencias solidarias, mensual, directas, unilateral y
vitalicias con fines de asistencia social y solidarias con cargos a su respectivo
presupuesto institucional o del presupuesto general del Estado, de ser el caso, para
los ex servidores públicos o jubilados de las entidades del sector público que hasta
el 31 de diciembre del 2008, veníanpercibiendo una pensión jubilar, ya sea de los
fondos privados de jubilación complementarias o cesantías, bajo cualquier
denominación, que éstos tuvieren o del presupuesto institucional".

En virtud del decreto ut supra, desde enero del 2009, el "Fondo de Jubilación
Especial de Petroindustrial" (FOJUPIN), supuestamente ha realizado pagos
indebidos de los valores correspondientes a la jubilación.

Ante esta situación, el 10 de enero de 2014, el señor Gil Pió Quinto Estacio Torres
en calidad de procurador común de un grupo de jubilados y socios del FOJUPIN,
presentó acción de protección en contra de la ingeniera Janneth Calvopiña en
calidad de gerente encargada del "Fondo de Jubilación Especial de
Petroindustrial".

La mencionada acción fue conocida en primera instancia por la jueza del Juzgado
Primero de Tránsito de Esmeraldas, quien mediante auto dictado el 15 de enero de
2014, entre sus argumentos mencionó que "de los hechos narrados en la demanda
no se desprende que exista violación de derechos constitucionales" y declaró
inadmisible la acción de protección.

Inconforme con la decisión, el señor Gil Pió Quinto Estacio Torres en calidad que
comparece, interpuso recurso de apelación, mismo que recayó para su
conocimiento ante losjueces de la Sala Única de la Corte Provincial deJusticia de
Esmeraldas, quienes mediante sentencia dictada el 2 de abril de 2014, confirmaron
el auto de inadmisión, indicando entre sus argumentos que los accionantes
pretenden que se les declare un derecho.

De esta decisión los accionantes presentaron acción extraordinaria de protección.

Detalle y fundamentos de la demanda

El legitimado activo Gil Pió Quinto Estacio Torres, procurador común de un
grupo de jubilados y socios del "Fondo de Jubilación Especial de

'Petroindustrial" (FOJUPIN), en lo principal, expresa lo siguiente: que el fondo
de jubilación referido fue creado mediante la Resolución N.° 92088, suscrita el 8\
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de julio de 1992, por el gerente general de Petroindustrial, aprobada por el ex
Ministerio de Bienestar Social, mediante Acuerdo N.° 005675 del 14 de octubre
de 1993 y que hasta el 31 de diciembre de 2008, el Fondo de Jubilación de
Petroindustrial (FOJUPIN), venía cumpliendo con lo que establece el artículo 41
del sexto contrato colectivo de Petroindustrial.

Dado que el FOJUPIN "se nutría hasta el 31 de diciembre de 2008, en forma
paritaria de los aportes patronales y personales del 8.37% sobre el sueldo de
aportación que equivale al 2% aproximadamente de la Remuneración Mensual
Unificada (RMU), en la actualidad solamente se dispone del aporte personal".
Esto por cuanto de acuerdo a lo alegado por el accionante, "los jubilados
aportamos el 50% pues si un jubilado venía percibiendo a diciembre del 2008
una pensión de $398.38, por aporte patronal de $199.19 y por parte personal
$199.19, a partir de Enero del 2009, se debió respetar su aporte personal; cosa
que no se ha hecho por cuanto el fondo de jubilación tiene que entregar a cada
uno de los jubilados el valor completo mensual de su aporte personal como lo
venía haciendo hasta diciembre del 2008, ya que es un fondo propio y por lo
tanto un derecho adquirido y no engañar a sus socios jubilados entregándoles
diferencia de dicho valor en porcentajes menores al que les corresponde; como
lo dejé anotado en la demanda de acción de protección en donde claramente se
dejó establecido que a muchos de nosotros hasta diciembre del 2008, nos venían
pagando aporte personal de nosotros la cantidad de $192.87, a partir del mes de
enero del 2009 por la supresión del aporte patronal por parte del Estado según
decreto, nosotros debíamos estar cobrando la cantidad de $192,87. Que es el
total de nuestro aporte personal y no como viene pagando el Fondo que solo nos
reconoce $57.32 como aporte personal; es decir que ya nosotros tenemos un
derecho adquirido y por tanto el Fondo de Jubilación debe cumplir a raja tabla el
pago de los $192.87 que es nuestro aporte personal, pago este que el FOJUPIN
lo debió hacerse (sic) desde enero del 2009 hasta la presente fecha".

Aduce el accionante que con estas modificaciones, el financiamiento del
FOJUPIN, ha sufrido variaciones y merece ser corregido en cuanto al cálculo de
este valor, señalando que la gerencia del Fondo de Jubilación de Petroindustrial
estaría pagando a los socios jubilados a partir de enero de 2009 en adelante, el
100% de dicha pensión y que a los socios jubilados antes de esta fecha, no les
estarían pagando el mismo valor.

Añade que a este grupo de jubilados se les reconoció un derecho hasta antes de
diciembre de 2008 y que por tanto, al tratarse de un derecho intangible y
adquirido, los jueces de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas han
vulnerado principalmente la seguridad jurídica y desconocen el Estado
constitucional de derechos y justicia. Expresa que "la Corte Provincial, en form
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inconstitucional, interpreta el auto que le llegó a su conocimiento por el recurso
de apelación interpuesto, puesto que la jueza de primer nivel, inadmite la acción
porque dice según ella que la demanda se la debió proponer ante la justicia
ordinaria, opinión que a más de ser ilegal y descabellada ya que desnaturaliza la
esencia misma de la protección que es independiente e incondicional, cuya
finalidad es reparar el derecho violado en forma rápida y eficaz y es sobre esto
que la Corte se debió pronunciar, mas no en manifestar que los derechos que
decimos nosotros en la demanda han sido conculcados; ya están declarados por
lo que no procede determinar la existencia de dichos derechos por la vía
constitucional".

Manifiesta en su demanda que "los señores jueces de la Corte Provincial de
Justicia de Esmeraldas interpretaron mal nuestra demanda, puesto que nosotros
en ningún momento hemos solicitado que se cree algún derecho, ya que lo que
hemos demandado es que la Gerente del Fondo de Jubilación de Petroindustrial
encargada remedie el derecho adquirido que tenemos los jubilados de
Petroindustrial, que cumpla en pagarnos el sueldo mensual en forma correcta que
por Ley nos corresponde como lo hemos dejado expresado en la líneas
anteriores"; argumento que se relaciona con la vulneración del derecho al debido
proceso en la garantía a la motivación.

Además, por conexidad a los referidos derechos, señala la inobservancia al
principio fundamental de los elementos constitutivos del Estado, referente a que
el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia; así como los
derechos al buen vivir relacionado el trabajo y a la jubilación, determinados
respectivamente en los artículos 1, 33 y 37 numeral 3.

En definitiva reiteran su argumento según el cual no han solicitado a la justicia
constitucional la declaración de un derecho sino el respeto a un derecho
adquirido y que ha sido vulnerado desde enero de 2009, "fecha desde la cual se
nos está recortando nuestros sueldos de jubilados".

Identificación de los derechos presuntamente vulnerados por la decisión
judicial

A criterio del legitimado activo a través de la decisión judicial impugnada, se
vulneró principalmente los derechos a la seguridad jurídica y al debido proceso
en la garantía de la motivación y consagrados en los artículos 82 y 76 numeral 7
literal 1de la Constitución de la República del Ecuador.

ern^s, por conexidad a los referidos derechos, señala la inobservancia al
principio fundamental de los elementos constitutivos del Estado, referente aque
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el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia; así como los
derechos al buen vivir relacionado al trabajo y a la jubilación, determinados
respectivamente en los artículos 1, 33 y 37 numeral 3 de la Constitución de la
República del Ecuador.

Pretensión

El señor Gil Pió Quinto Estacio Torres, procurador común de un grupo de
jubilados y socios del Fondo de Jubilación Especial de Petroindustrial
(FOJUPIN) formula como pretensión lasiguiente:

a) Que se declare la vulneración de los derechos constitucionales mencionados, al
haberse inadmitido la acción de protección presentada.

b) Que disponga que se admita a trámite correspondiente la Acción de Protección que ha
sido debidamente presentada.

De los informes presentados

Jueces de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas

De la revisión del expediente constitucional no se advierte que los jueces de la
Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas hayan remitido el informe
debidamente motivado que fue requerido mediante providencia expedida el 16 de
julio del 2015, misma que fue legal y debidamente notificada (foja 18 del
expediente constitucional).

Procuraduría General del Estado

Comparece el abogado Marcos Arteaga Valenzuela en calidad de director
nacional de Patrocinio, delegado del procurador general del Estado, señalando la
casilla constitucional N.° 18 para notificaciones, conforme obra a foja 28 del
expediente constitucional.

Gerente general y representante legal del Fondo de Jubilación Patronal
Especial de Petroindustrial

Comparece a foja 25 del expediente constitucional, la ingeniera Jeanneth
Calvopiña Coronado, gerente general y representante legal del Fondo de
Jubilación Patronal Especial de Petroindustrial y únicamente señala casilla
judicial y designa abogados patrocinadores para su representación en la present
causa.



Corte
Constitucional
delecuador

Caso N.° 0919-14-EP Página 7de 29

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE
CONSTITUCIONAL

Competencia

La Corte Constitucional es competente para conocer y resolver sobre las acciones
extraordinarias de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones
con fuerza de sentencia, de conformidad con lo previsto en los artículos 94 y 437
de la Constitución de la República, en concordancia con los artículos 63 y 191
numeral 2 literal d de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, y de acuerdo con el artículo 3 numeral 8 literal b y el tercer
inciso del artículo 46 de la Codificación del Reglamento de Sustanciación de
Procesos de Competencia de la Corte Constitucional.

Legitimación activa

El señor el señor Gil Pió Quinto Estacio Torres, procurador común de un grupo
de jubilados y socios del Fondo de Jubilación Especial de Petroindustrial
(FOJUPIN), se encuentra legitimado para presentar esta acción extraordinaria de
protección, en virtud de cumplir con el requerimiento establecido en el artículo
437 de la Constitución de la República del Ecuador, que dispone: "Los
ciudadanos de forma individual o colectiva podrán presentar una acción
extraordinaria de protección contra sentencias, autos definitivos (...)" y del
contenido del artículo 439 ibidem, que dice: "Las acciones constitucionales
podrán ser presentadas por cualquier ciudadana o ciudadano individual o
colectivamente"; en concordancia con el artículo 59 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

Finalidad de la acción extraordinaria de protección.

La acción extraordinaria de protección establecida en el artículo 94 de la
Constitución constituye una garantía jurisdiccional creada por el constituyente
para proteger los derechos constitucionales de las personas en contra de cualquier
vulneración que se produzca mediante actos jurisdiccionales. Así, esta acción
nace y existe para garantizar y defender el respeto de los derechos
constitucionales y el debido proceso. Por consiguiente, tiene como fin proteger,
precautelar, tutelar y amparar los derechos de las personas que por acción u
omisión, sean vulnerados en las decisiones judiciales. En este sentido, de acuerdo
con el artículo 437 de la Constitución de la República, la acción extraordinaria de
protección procede únicamente cuando se trate de sentencias, autos y
resoluciones con fuerza de sentencia firmes o ejecutoriados, en los que e
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accionante demuestre que en el juzgamiento se ha vulnerado, por acción u
omisión, el debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución.

La Corte Constitucional ha establecido que:

La acción extraordinaria de protección se incorporó para tutelar, proteger y remediar las
situaciones que devengan de los errores de los jueces, (...) que resulta nueva en la
legislación constitucional del país y que responde, sin duda alguna, al anhelo de la
sociedad que busca protección efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses,
puesto que así los jueces ordinarios, cuya labor de manera general radica en la aplicación
del derecho común, tendrían un control que deviene de jueces constitucionales en el más
alto nivel, cuya labor se centraría en verificar que dichos jueces, en la tramitación de las
causas, hayan observado las normas del debido proceso, la seguridad jurídica y otros
derechos constitucionales, en uso del principio de la supremacía constitucional1.

Es decir, la acción extraordinaria de protección tutela todos los derechos
constitucionales para evitar la arbitrariedad de los operadores de justicia por
acción u omisión; por lo que, de determinarse la existencia de la violación de un
derecho, el accionante puede exigir la reparación integral.

Cabe señalar entonces que la acción extraordinaria de protección es un
mecanismo excepcional que busca garantizar la supremacía de la Constitución
frente a acciones y omisiones, en este caso, de los jueces. Así, la incorporación
del control de constitucionalidad también de las decisiones judiciales permite
garantizar que al igual que cualquier decisión de autoridad pública, estas se
encuentren conformes al texto de la Constitución y ante todo respeten los
derechos de las partes procesales. No se trata de una instancia superpuesta a las
ya existentes, ni la misma tiene por objeto deslegitimar o desmerecer la actuación
de los jueces ordinarios, por el contrario, tiene como único fin la consecución de
un sistema de justicia caracterizado por el respeto y la sujeción a la Constitución.
De tal manera que la Corte Constitucional, cuando conoce una acción
extraordinaria protección, no actúa como un tribunal de alzada sino únicamente
interviene con el fin de verificar posibles vulneraciones de derechos reconocidos
en la Constitución de la República.

Análisis constitucional

Identificación de los problemas jurídicos

1 Sentencia de la Corte Constitucional del Ecuador, para el periodo de transición, N.° 067-10- SEP-CC, caso N.° 0945-09-EP.
publicado enelRegistro Oficial suplemento N.° 364del17deenero de2011.
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A fin de evidenciar si la sentencia expedida el 2 de abril de 2014, por los jueces
de la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas, vulneró
derechos constitucionales, la Corte Constitucional procederá al análisis del caso
concreto a partir de la formulación y solución de los siguientes problemas
jurídicos:

1. La decisión judicial dictada el 2 de abril de 2014, por los jueces de la Sala
Única de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas, que confirmó el
auto de inadmisión de la acción de protección emitido por la jueza a quo,
¿vulneró el derecho a la seguridad jurídica consagrado en el artículo 82 de
la Constitución de la República?

2. La decisión judicial ut supra ¿vulneró el derecho al debido proceso en la
garantía de motivación de las resoluciones judiciales, establecido en el
artículo 76 número 7 literal1de la Constitución de la República?

Resolución de los problemas jurídicos

1. La decisión judicial dictada el 2 de abril de 2014, por los jueces de la Sala
Única de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas, que confirmó el
auto de inadmisión de la acción de protección emitido por la jueza a quo,
¿vulneró el derecho a la seguridad jurídica consagrado en el artículo 82
de la Constitución de la República?

La seguridad jurídica, conforme lo consagra el artículo 82 de la Constitución de
la República, es un derecho constitucional que se fundamenta en el respeto a la
Norma Suprema y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y
aplicadas por las autoridades competentes. Por tanto, para tener certeza respecto
de una aplicación normativa, acorde a la Constitución, se prevé que las normas
que formen parte del ordenamiento jurídico se encuentren determinadas
previamente; además, deben ser claras y públicas, solo de esta manera se logra
conformar una certeza de que la normativa existente en la legislación será
aplicada cumpliendo ciertos lineamientos que generan la confianza acerca del
respeto de los derechos consagrados en el texto constitucional2.

Este Organismo se ha pronunciado en reiteradas ocasiones sobre el contenido de
este derecho. Así, en la sentencia N.° 0369-16-SEP-CC dictada dentro del caso
N.° 0573-13-EP, señaló:

orte Constitucional del Ecuador, sentencia N.°016-13-SEP-CC, caso N.° 1000-12-EP.
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Siendo así que el derecho a la seguridad jurídica se manifiesta como la necesidad que
tiene la sociedad de contar con claros y precisos modelos normativos de conducta,
establecidos con anticipación, para de esta manera dotar de certeza y viabilidad a las
previsiones jurídicas, así como asegurar situaciones jurídicas previamente consolidadas;
todo esto, bajo el imperio de la norma constitucional, como parámetro último para evaluar
lavalidez enla aplicación e interpretación de dichos modelos normativos.

Asimismo, la Corte Constitucional, en la sentencia N.° 080-17-SEP-CC, caso N.°
1621-16-EP, se refirió al derecho a la seguridad jurídica en el ámbito
jurisdiccional, en el siguiente sentido:

... el derecho a la seguridad jurídica -en el ámbito jurisdiccional- implica que todas las
partes procesales dentro de un litigio, cuentan con la certeza que el proceso se sustanciará
yresolverá conforme a las normas constitucionales ylegales, que al encontrase vigentes y
formar parte del ordenamiento jurídico, resulten pertinentes para lacausa en razón de los
hechos denunciados y probados. Por tanto, las partes procesales en función del derecho a
la seguridad jurídica y la predictibilidad de la ley procesal, cuentan con la certeza que las
distintas etapas o fases que en su conjunto forman parte del trámite del proceso que se
trate; obligatoriamente deben cumplirse hasta su finalización conforme a la normativa
adjetiva que las regula.

De igual modo, ha sostenido que el ámbito de control demarcado por el
contenido del derecho a la seguridad jurídica está compuesto por dos elementos
principales: el respeto a las normas constitucionales y la existencia de normativa
que regule las distintas situaciones jurídicas y que cumpla con las características
de ser previa, pública, clara yaplicada por las autoridades competentes3.

A partir de este razonamiento, corresponde a este Organismo examinar si la
decisión judicial que se impugna vulneró el derecho a la seguridad jurídica, para
ello es necesario iniciar el análisis, indicando que el presente caso deviene de la
acción de protección propuesta por el señor Gil Pió Quinto Estacio Torres,
procurador común de un grupo de jubilados y socios del Fondo de Jubilación
Especial de Petroindustrial (FOJUPIN) en contra de la gerente general del
mencionado fondo de jubilación, ante la jueza primera de tránsito de Esmeraldas,
misma que fue rechazada mediante auto emitido por la jueza a quo; decisión que
fue confirmada por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de
Esmeraldas, mediante la sentencia que se impugna a través de la presente acción
extraordinaria de protección.

Sobre esta base, la Corte Constitucional considera necesario referirse a ciertas
reglas jurisprudenciales que ha establecido en cuanto a los aspectos procesales
que regulan las etapas de admisibilidad yprocedencia de la acción de protecció

'Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N ° 220-17-SEP-CC, caso N.°507-11-EP.
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en particular la forma cómo los jueces deben actuar al momento de dar trámite a
aquellas.

Así, mediante la sentencia N.° 102-13-SEP-CC, dictada dentro del caso N.° 0380-
10-EP, la Corte Constitucional con el fin de precautelar los derechos de las
personas particularmente de los beneficiarios de las garantías jurisdiccionales de
los derechos, determinó el contenido y alcance de dos disposiciones normativas
contenidas en los artículos 40 y 42 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, con el propósito que en la tramitación
de las acciones de protección no se produzca actuaciones de los operadores
jurídicos que pudiesen limitar injustificadamente tanto el acceso a la justicia
constitucional como la sustanciación de la acción de protección como garantía
jurisdiccional.

De esta manera, la Corte Constitucional estableció a través de la interpretación
conforme y condicionada con efecto erga omnes de dichos artículos que, por una
parte, "el momento procesal para la determinación de la existencia de las
causales de inadmisión previstas en los numerales 6 y 7 del artículo 42 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, será el de
calificar la demanda y se pronunciará mediante auto. En tanto que las causales de
improcedencia de la acción de protección, contenidas en los numerales 1, 2, 3, 4
y 5 del artículo 42 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, deberán ser declaradas mediante sentencia motivada, de acuerdo
a la Constitución de la República".

Paralelamente, en lo que respecta al artículo 40 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, la Corte determinó la siguiente
interpretación conforme y condicionada con efecto erga omnes que: "Los
requisitos establecidos en el artículo 40 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, constituyen cuestiones que implican
un análisis de fondo del asunto controvertido en la acción de protección, por lo
tanto podrán ser invocados por el juzgador únicamente a través de sentencia
motivada, en los términos exigidos por la Constitución y la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional".

A partir de este análisis, este Organismo considera que la inobservancia de esta
regla jurisprudencial por parte de los jueces constitucionales de la República
provoca una afectación a la seguridad jurídica de las personas, además de
incumplir con el principio de obligatoriedad del precedente contenido en el
artículo 2, numeral 3 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, en tanto si un juez constitucional inadmite mediante el auto de
Calificación de la demanda, una acción de protección fundamentándose en las

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
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causales contenidas en los numerales 1, 2 y 3 del artículo 40 o en los numerales
1, 2, 3, 4 o 5 del artículo 42 del mencionado cuerpo normativo, para la Corte
Constitucional esta actuación denota, además de un injustificable incumplimiento
a la regla referida, un intento de eludir su responsabilidad de pronunciarse en
sentencia sobre el fondo del asunto controvertido.

Con estos antecedentes y en el caso en concreto, pasamos a señalar que la
sentencia objeto de impugnación mediante acción extraordinaria de protección
fue expedida el 2 de abril de 2014, por los jueces de la Sala Única de la Corte
Provincial de Justicia de Esmeraldas, dentro del recurso de apelación presentado
por el accionante en contra del auto expedido en primera instancia que declaró
inadmisible la acción de protección.

De la revisión del contenido de dicha decisión, se puede advertir que luego de
enunciar los antecedentes del caso, los jueces proceden a señalar en el
considerando quinto que: "... es necesario indicar que estos derechos, ya están
declarados y establecidos tanto en la Constitución de la República como en los
instrumentos internacionales de derechos humanos, por lo que no procede
determinar la existencia de dichos derechos por la vía constitucional...", en
consecuencia los jueces provinciales decidieron confirmar el auto de inadmisión
expedido por la jueza primero de Tránsito de Esmeraldas bajo el argumento de
que los accionantes "pretenden que se les declare un derecho; improcedencia de
la acción prescrita en el artículo 42 numeral 5 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional", negando por lo tanto el recurso de
apelación formulado.

De lo anotado se colige que, los jueces provinciales confirmaron mediante la
decisión judicial impugnada, el auto de inadmisión de la acción de protección,
mismo que ha inobservado la regla jurisprudencial en mención, en tanto la jueza
primera de tránsito de Esmeraldas aplicó en el auto de inadmisión de la acción de
protección expedido el 15 de enero de 20144, el artículo 40 y la causal primera
del artículo 42 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

4En loprincipal, elauto de inadmisión expedido en primer instancia por lajueza primera de Tránsito de Esmeraldas con fecha 15 de
enero de 2014 señala lo siguiente: Juzgado Primero de Tránsito de Esmeraldas.- Esmeraldas.- 15 de enero de 2014.- "(...)
SEGUNDO.- De los hechos narrados en la demanda no se desprenda que existaviolación de derechos constitucionales fundamentales
y la Corte Constitucional ha dejado sentado que en los casos sujetos al derecho común, inter partes, que no dicen relación con lo
fundamental que tenga aplicación erga omnes, debe ser debatidos y resueltos ante lajusticia ordinaria, loque significa que enprincipio
no deben llegar a la instancia del control constitucional. TERCERO.- El artículo 39 de la Ley de Control Constitucional [Ley
Orgánica deGarantías Jurisdiccionales y Control Constitucional] determina elobjeto delaacción deprotección esun amparo directo
yeficaz delos derechos reconocidos en laConstitución yTratados internacionales sobre derechos humanos, en el presente caso existe
una narrativa de varios artículos de la Constitución, tampoco existe acción u omisiónde autoridad pública que determine cuál es el
derecho violado; porloexpuesto nose acepta a trámite porimprocedente porno reunir lospresupuestos delart. 40 y 42 numeral 1 y
último inciso de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, mediante este auto declarl
INADMISIBLE LA PRESENTE ACCIÓN DEPROTECCIÓN...".
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Constitucional para declarar inadmisible la acción de protección y tal como ha
quedado debidamente establecido por esta Corte en su jurisprudencia, el uso de
dicha causal conllevaba para la jueza constitucional la obligación de analizar y
resolver el caso mediante la emisión de una sentencia a partir de una evaluación
del tema de fondo que motivó la presentación de la acción de protección.

En este sentido, los jueces provinciales ratificaron una actuación judicial
contraria a la jurisprudencia constitucional, en virtud de lo cual esta Corte
considera que la falta de pronunciamiento del tema de fondo que motivó la
acción de protección mediante sentencia, así como no haberse pronunciado sobre
la decisión de la jueza de primer nivel en cuanto al incumplimiento e
inobservancia de la regla contenida en la sentencia N.° 102-13-SEP-CC,
provocaron una afectación a la seguridad jurídica en perjuicio del señor Gil Pió
Quinto Estacio Torres, procurador común de jubilados y socios del Fondo de
Jubilación Especial de Petroindustrial (FOJUPIN).

Otro aspecto que resulta importante señalar en el presente análisis y que a juicio
de esta Corte no fue observado debidamente por parte de los jueces provinciales,
radica en que al haber avocado conocimiento del recurso de apelación formulado
por el señor Gil Pío Quinto Torres, dichos jueces debían actuar como auténticos
directores del proceso constitucional sometido a su conocimiento mediante el
recurso referido. Esto en virtud del carácter de protección de las garantías
jurisdiccionales, en el que existe la obligación de los juzgadores, conforme lo
establece la sentencia N.° 102-13-SEP-CC citada previamente, de efectuar una
verdadera observancia y aplicación de normas claras, públicas y previamente
establecidas y de esta manera luego de la sustanciación del procedimiento
respectivo se establezca si existió o no la vulneración alegada.

Desde esta óptica, los jueces provinciales, frente a la falta de debida diligencia de
la jueza primera de tránsito de Esmeraldas al momento de inadmitir la acción de
protección mediante auto de 15 de enero de 2014, tenían la obligación de actuar
de conformidad a lo dispuesto en el artículo 86 numeral 2 de la Constitución de
la República en concordancia con el artículo 8 numeral 2 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que establece el principio de
oralidad en los procedimientos constitucionales, principio que de acuerdo a la
norma invocada es aplicable a todas las fases e instancias de aquellos. Es decir,
los jueces provinciales tenían la obligación de convocar a una audiencia pública
contradictoria con el propósito de escuchar a las partes procesales y decidir
mediante sentencia, a la luz de los fundamentos jurídicos yelementos probatorios
correspondientes, la procedencia o la improcedencia de la acción de protecció
formulada.

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
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Por esta razón, para la Corte Constitucional no existe justificación alguna para
que los jueces provinciales hayan pasado por alto esta diligencia procesal en el
caso concreto y que únicamente se hayan limitado a resolver la causa por el
mérito de los autos del cuaderno de primera instancia, proceso en el que
exclusivamente consta la demanda y el auto de inadmisión.

De lo anotado en los párrafos precedentes, se desprende que tanto los jueces
provinciales como la jueza de primer nivel incumplieron su rol de garantes de los
derechos constitucionales al inobservar las reglas de las sentencias
constitucionales referidas, pues lo que correspondía dentro del marco de sus
competencias era sustanciar y resolver la causa a la luz de los principios
constitucionales, legales y jurisprudenciales que orientan la acción de protección.
Este análisis da cuenta que existía para tales autoridades judiciales la obligación
de pronunciarse sobre el fondo del asunto, luego de la convocatoria a una
audiencia pública, a través de una sentencia debidamente motivada5 que resuelva
la controversia mediante la declaratoria de procedencia o improcedencia en
aplicación de las normas y de los precedentes constitucionales referentes a la
acción de protección y no limitarse únicamente a confirmar la actuación de la
jueza de primer nivel.

Por las consideraciones expuestas, esta Corte concluye que la decisión judicial
dictada el 2 de abril de 2014, por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia
de Esmeraldas, vulneró el derecho a la seguridad jurídica, establecido en el
artículo 82 de la Constitución de la República.

2. La decisión judicial ut supra, ¿vulneró el derecho al debido proceso en la
garantía de la motivación de las resoluciones judiciales, establecido en el
artículo 76 numeral 7 literal 1de la Constitución de la República?

Como segundo punto de análisis, la Corte Constitucional procederá a verificar si
la decisión judicial expedida el 2 de abril de 2014, por los jueces de la Corte
Provincial observó el debido proceso en la garantía de la motivación conforme lo
dispone la Constitución de la República ensu artículo 76 numeral 7 literal 1. Para
el efecto, conviene hacer una breve mención de cómo la Corte Constitucional a
través de algunas de sus sentencias ha definido el debido proceso, para luego
precisar el examen de motivación de la decisión judicial referida.

Mediante la sentencia N.° 180-15-SEP-CC, este Organismo expresó que el
debido proceso "comprende una serie de garantías que permiten la justa

5 El análisis sobre la motivación de la decisión judicial impugnada se efectuará más adelante a través del problema jurídic
correspondiente.
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composición de los procedimientos que se declara o resuelve sobre derechos y
además, constituye una serie de herramientas que permiten al ciudadano disponer
de elementos que lo protejan de la posible arbitrariedad realizada por la
autoridad"6.

De igual manera, mediante la sentencia N.° 159-15-SEP-CC, al referirse a este
derecho, se expresó que "el debido proceso comporta el concepto de prevención
en tanto, realiza la función de examinar que los actos de la administración y la
judicatura no se remitan a criterios de discrecionalidad sino que, por el contrario,
sean producto de discernimientos revestidos de razonabilidad. Ello significa, que
el derecho al debido proceso se convierte en el límite material al posible ejercicio
arbitrario de las competencias y facultades de las autoridades del Estado"7.

En esta misma sentencia, la Corte Constitucional hizo mención a la sentencia
expedida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos dentro del caso
Baena Ricardo vs. Panamá del 2 de febrero de 2001, al señalar que "el derecho al
debido proceso constituye un límite a la actividad estatal y por lo tanto, hace
relación al conjunto de requisitos que deben ser observados en las instancias
procesales, a efectos de otorgar a los justiciables las condiciones necesarias para
defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado que pueda
afectarlos".

Uno de estos requisitos a los que hace mención lajurisprudencia interamericana,
es la garantía de la motivación de las resoluciones judiciales, que en el caso
ecuatoriano ha sido elevada al rango constitucional, integrando de esta manera lo
que la doctrina ha sabido denominar como derecho constitucional procesal. La
motivación es aquella garantía que por una parte, permite al juzgador contar con
la posibilidad de impregnar y materializar en un acto procesal denominado
sentencia o auto, el contenido de su razonamiento mental y de su convicción
jurídica al momento de resolver un caso que ha sido puesto en conocimiento y
por otra, la posibilidad que las partes procesales quienes esperan de aquel
juzgador la resolución de sus pretensiones, obtengan de él una decisión fundada
en derecho, debidamente razonada y fundamentada a la luz de los principios que
inspiran y sustentan dicha garantía.

A través de la sentencia N.° 175-15-SEP-CC, este Organismo, al referirse a tal
garantía señaló que aquella, como mandato constitucional, "obliga a los jueces a
realizar un análisis objetivo, preciso, claro y articulado de los fundamentos
fácticos y de los derechos presuntamente vulnerados y presentados en un cas

Corte Constitucional delEcuador, sentencia N.° 180-15-SEP-CC, caso N.° 1755-10-EP.
Corte Constitucional delEcuador, sentencia N.° 159-15-SEP-CC, caso N.° 0724-12-EP.
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concreto, a fin de establecer la relación y pertinencia existente entre los hechos
supuestamente violatorios con los derechos afectados y demandados. En este
sentido, la motivación constituye un ejercicio de justificación de razones que
debe obligatoriamente realizar el juez. Es decir, esta garantía, permite a las partes
en conflicto, conocer y comprender las razones jurídicas y lógicas por las que la
autoridad judicial ha llegado a una determinada decisión o fallo"8.

La observancia de la motivación como garantía del debido proceso ha de
comportar laobligación de los juzgadores de expedir sentencias que cumplan con
los parámetros que han sido establecidos por la Corte Constitucional a través de
sus sentencias y que tuvieron su origen en su debido momento por la Corte
Constitucional, para el período de transición, cuando señaló:

Para que determinada resolución se halle correctamente motivada es necesario que la
autoridad que tome la decisión, exponga las razones que el derecho le ofrece para
adoptarla. Dicha exposición debe hacérsela de manera razonable, lógica y comprensible,
así como mostrar cómo los enunciados normativos se adecúan a los deseos de solucionar
los conflictos presentados. Una decisión razonable es aquella fundada en los principios
constitucionales. La decisión lógica, por su lado, implica coherencia entre las premisas y
la conclusión, así como entre ésta y la decisión. Una decisión comprensible, por último
debe gozar de claridad en el lenguaje, con miras a su fiscalización por parte del gran
auditorio social, más allá de las partesen conflicto9.

A partir de la determinación de estos requisitos, la Corte Constitucional
procederá a continuación a evaluar si la decisión judicial expedida el 2 de abril
de 2014, por los jueces de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas, cumplió
con los requisitos mencionados.

Razonabilidad

Este primer requisito, tal como ha sido explicado a través de diversas
resoluciones de la Corte Constitucional, consiste en la obligación del juzgador
para hacer uso de las herramientas que el ordenamiento jurídico -fuentes del
derecho-, le ofrece para resolver el caso concreto; dicho en otras palabras, el
sustento jurídico de la decisión adoptada por la autoridad judicial, será razonable
en la medida en que se fundamente en las fuentes de derecho pertinentes y no
únicamente en una percepciónsubjetiva de lo que corresponde resolver.

En este sentido, al revisar el contenido de la decisión judicial impugnada, se
observa que luego de mencionar la competencia de los jueces para resolver el
recurso de apelación formulado de acuerdo a la norma del artículo 24 de la Ley

3Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 175-15-SEP-CC, caso N.° 1865-12-EP.
' Corte Constitucional, para el periodo de transición, sentencia N.° 227-12-SEP-CC, caso N.° 1212-11-EP.
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Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y luego de
parafrasear argumentos formulados por los accionantes, proceden a enunciar que
los derechos alegados "ya están declarados y establecidos tanto en la
Constitución como en los instrumentos internacionales de derechos humanos" sin
determinar ni especificar la normativa precisa en la cual se encuentran
establecidos estos derechos. Finalmente, los jueces provinciales enuncian el
artículo 42 numeral 5 de la Ley de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional para señalar que los accionantes han pretendido la declaración de
derechos constitucionales, lo cual es improcedente en razón de la norma
mencionada.

A partir de estas consideraciones, la Corte Constitucional observa que los jueces
provinciales, quienes encontrándose en ejercicio de la jurisdicción constitucional,
tenían la obligación de sustentar su fallo en las fuentes primarias del derecho
constitucional; es decir, la Constitución, la normativa correspondiente, la
jurisprudencia constitucional pertinente y en cuanto a esta última fuente de
derecho, la observancia de las reglas jurisprudenciales establecidas mediante
sentencia N.° 102-13-SEP-CC a la que se hizo mención en el problema jurídico
anterior, resultaba de aplicación obligatoria para los jueces provinciales al
momento de resolver la apelación.

De la revisión del contenido de la decisión judicial impugnada, se observa que la
misma no se sustenta debidamente en las fuentes del derecho pertinentes a la
acción de protección, puesto que no se advierte en qué medida la acción resultaba
improcedente si de por medio no se justifica alguna fuente de derecho que
sustente la improcedencia de la acción. Esto sin perjuicio que los jueces
provinciales en su resolución judicial, hayan citado el artículo 42 numeral 5 de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, aun cuando
tal mención haya sido meramente enunciativa en el texto, en tanto aquella no
aporta justificación alguna que la determina como la norma precisa para rechazar
la pretensión de los accionantes.

Por esta razón, este Organismo Constitucional considera que la resolución
judicial del 2 de abril de 2014, fue expedida sin observar el requisito de
razonabilidad, en tanto no aplicó las reglas jurisprudenciales de la sentencia N.°
102-13-SEP-CC, por haber omitido corregir la actuación de la jueza primera de
tránsito de Esmeraldas y por haber mencionado una causal del artículo 42 de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, sin
acompañar la explicación suficiente y precisa del por qué la pretensión de lo
accionantes consistía en la declaración de un derecho.

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
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Lógica

En relación a la lógica, la Corte Constitucional señaló que este criterio se
relaciona no solo con la coherencia y concatenación que debe existir entre las
premisas con la conclusión final, sino también la carga argumentativa que debe
existir por parte de la autoridad en los razonamientos, afirmaciones y finalmente
la decisión que vaya a adoptar10.

En este sentido, el examen de la lógica se concentra en verificar la corrección en
la forma en que la judicatura presenta los argumentos y se incumple cuando los
mismos presentan fallas que impiden conectar sus diversos elementos de
manera diáfana.

Sobre esta base, corresponde a esta Corte Constitucional analizar si las premisas
construidas a lo largo del razonamiento judicial por los jueces de casación y que
sustenta la decisión final, siguen la respectiva correspondencia, armonía y
coherencia entre sus argumentos y la decisión final.

De la revisión del contenido de la decisión judicial impugnada se observa que,
los jueces de la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas,
inician el análisis del caso puesto a su conocimiento, tomando como punto de
partida el recurso de apelación interpuesto por los accionantes en contra del auto
de inadmisión de la acción de protección emitido por la jueza primera de Tránsito
de Esmeraldas.

Posterior a ello, en la decisión judicial que se analiza, los jueces provinciales en
el considerando quinto proceden a citar los artículos de la Constitución de la
República que a juicio de los accionantes han sido trasgredidos con la expedición
de la decisión de primera instancia, señalando que tales derechos ya han sido
declarados y constan en la Constitución como en instrumentos internacionales y
bajo ese argumento concluyen que no procede determinar la existencia de dichos
derechos por vía constitucional, así:

QUINTO.- Los recurrentes manifiestan que sus derechos constitucionales amparados en
los artículos 32, 33, 34, 35, 36, 37 N°3, 66 N° 1, 2 y 3 literal b) y 4 y artículos 76 y 82 de
la Constitución han sido conculcados; los recurrentes manifiestan que han sido
conculcados sus derechos como el derecho a la salud, al trabajo y seguridad social, a la
atención a grupos vulnerables, y a la atención a adultos mayores; es necesario indicar que
estos derechos ya están declarados y establecidos tanto en la Constitución como en los
instrumentos internacionales de derechos humanos, por lo que no procede determinar la
existencia de dichos derechos por vía constitucional...

' Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 069-16-SEP-CC, caso N.° 1883-13-EP.
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De lo anotado, se colige que el argumento principal esgrimido por los jueces se
centra en mencionar los derechos constitucionales que a criterio de los
accionantes fueron vulnerados y sin realizar ningún análisis concluyen que
dichos derechos ya están declarados y establecidos en la Constitución y en los
instrumentos internacionales de derechos humanos, por lo que no procede
determinar la existencia de dichos derechos por vía constitucional, lo cual no
constituye razón suficiente para rechazar la acción presentada; de allí que los
jueces provinciales tenían la obligación de formular premisas debidamente
justificadas que determinen si existió o no vulneración a derechos
constitucionales.

Además, la falta de construcción de premisas fundamentadas en las reglas
jurisprudenciales contenidas en la sentencia N.° 102-13-SEP-CC, corroboran el
criterio de la Corte Constitucional para sostener que el juicio lógico de los jueces
provinciales se encuentra incompleto, se vuelve incoherente y da como resultado
una conclusión insuficiente.

En el caso sub examine, los jueces provinciales se limitaron únicamente a
construir un solo argumento que de su sola lectura resulta insuficiente para
concluir que la acción de protección resultaba improcedente en este caso
concreto, puesto que en ningún momento analizan la vulneración a derechos
constitucionales, hecho que se ve agravado ante la inobservancia de las reglas
jurisprudenciales contenidas en la sentencia N.° 102-13-SEP-CC, emitidas por
este Organismo.

Por todo lo anterior, la Corte Constitucional concluye que la sentencia emitida
por los jueces de la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas
no guarda la debida coherencia lógica y sistemática con los elementos que la
conforman, pues el universo en el que centra su análisis es única y
exclusivamente en señalar que los derechos alegados como vulnerados por los
accionantes ya están reconocidos en la Constitución e instrumentos
internacionales de derechos humanos, sin emitir un criterio de fondo y
debidamente motivado que sustente tal afirmación.

Comprensibilidad

Finalmente, el parámetro de comprensibilidad implica que la decisión judicial sea
expuesta de manera clara y comprensible, puesto que la misma no solo está
direccionada hacia las partes procesales sino al gran auditorio social, puesto que
a través de ella se adquieren conocimientos en derecho y que la misma goce de

^^^egitímidad, así lo exige el artículo 4numeral 10 de la Ley Orgánica de Garantías
^y Jurisdiccionales y Control Constitucional, cuando dice: "Comprensión efectiva.-

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al naraue El Arbolito) • Telfs.: (593-2) 394-1800



Caso N.° 0919-14-EP Página 20de29

Con la finalidad de acercar la comprensión efectiva de sus resoluciones a la
ciudadanía, la jueza o juez deberá redactar sus sentencias de forma clara,
concreta, inteligible, asequible y sintética, incluyendo las cuestiones de hecho y
derecho planteadas y el razonamiento seguido para tomar la decisión que
adopte".

De la revisión de la resoluciónjudicial expedida el 2 de abril de 2014, se advierte
que la redacción utilizada por los jueces provinciales lejos de ser clara resulta
confusa, en tanto, en la construcción del razonamiento judicial, no se analizan los
argumentos expuestos por el accionante, por el contrario la fundamentación de
los jueces no permite entender adecuadamente por qué la causal quinta del
artículo 42 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional era pertinentepara rechazar la acción de protección.

Por lo referido, se observa que la decisión impugnada emplea un lenguaje
obscuro y confuso que la hace incomprensible.

En mérito de lo expuesto, esta Corte Constitucional ha determinado que la
sentencia del 2 de abril de 2014, dictada por la Sala Única de la Corte Provincial
de Justicia de Esmeraldas, dentro de la acción de protección, no ha observado los
parámetros de la lógica y comprensibilidad y por tanto, se evidencia una
afectación del derecho al debido proceso en la garantía de la motivación,
consagrada en el artículo 76 numeral 7 literal 1de la Constitución de la República

Consideraciones adicionales de la Corte Constitucional

Sobre la base del análisis realizado y una vez que se ha determinado que la
sentencia del 2 de abril de 2014, dictada por la Sala Única de la Corte Provincial
de Justicia de Esmeraldas, dentro de la acción de protección N.° 0002-2014,
vulneró derechos constitucionales, resulta pertinente manifestar que este máximo
órgano de justicia constitucional, por medio del conocimiento y resolución de la
acción extraordinaria de protección, se encuentra en la obligación de tutelar los
derechos constitucionales y la supremacía de la Constitución de la República no
solo en su dimensión objetiva11 sino también subjetiva.

Empero es necesario precisar que dada la naturaleza de la garantía y en
observancia del principio iura novit curia, esta Magistratura puede resolver
respecto de las pretensiones del accionante en su acción de protección con el fin

11 En la sentencia n°. 175-15-SEP-CC, correspondiente al caso n°. 1865-12-EP, la Corte Constitucional expresó que: "La acción
extraordinaria de protección tiene una doble dimensión dentro del constitucionalismo ecuatoriano: subjetiva y objetiva. La
dimensión subjetiva ocurre respecto de la tutela de los derechos constitucionales alegados por el/laaccionante y que son resueltos
por la Corte Constitucional; mientras que la dimensión objetiva está asociada con el establecimiento de precedentes
jurisprudenciales e interpretación constitucional que esdeobligatorio cumplimiento porparte delosoperadores jurídicos".
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de tutelar adecuadamente la posiblevulneración a derechos constitucionales; para
lo cual el presente análisis está encaminado a determinar si en el caso sub
examine se han vulnerado derechos constitucionales o si se trata de un asunto de

relevancia infraconstitucional.

En este orden de ideas, es necesario iniciar con el análisis de la decisión emitida
por la jueza primera de Tránsito de Esmeraldas, dentro de la acción de protección
N.° 0002-2014 como decisión de primer nivel, a través del siguiente problema
jurídico:

El auto emitido por la juez primera de Tránsito de Esmeraldas, el 15 de
enero de 2014 a las 16:06, dentro de la acción de protección N.° 0002-2014,
¿vulneró el derecho constitucional al debido proceso en la garantía de la
motivación, establecido en el artículo 76 número 7 literal 1de la Constitución
de la República?

Para efectos de una mejor comprensión, a continuación transcribiremos el
contenido del auto objeto de análisis en el presente problema jurídico:

JUZGADO PRIMERO DE TRÁNSITO DE ESMERALDAS. Esmeraldas, miércoles
15 de enero de 2014, las 16h06. VISTOS: Avoco conocimiento de la presente Acción de
Protección en virtud de la razón de sorteo que antecede y de conformidad a lo que
dispone el Art. 86 de la Constitución de la República y en mi calidad de Jueza Primera de
Garantías de Tránsito de la acción de protección presentada por el señor Gil Pió Quinto
Estacio Torres y otros, en contra de la Ing. Janneth Calvopiña en calidad de Gerente
encargada del Fondo de Jubilación Especial de Petroindustrial, proveyendo digo:
PRIMERO:- Al revisar la demanda de acción de protección conjuntamente con la
documentación anexa, y la reclamación que hacen los accionantes, al fondo privado
(FOJUPIN) quienes manifiestan que desde enero del 2009 hasta la presente fecha les
están pagando indebidamente el valor que les corresponde por jubilación y solicitan que
en sentencia se reliquide en forma correcta los valores. SEGUNDA:- De los hechos
narrados en la demanda no se desprende que exista violación de derechos constitucionales
fundamentales y la Corte Constitucional ha dejado sentado que en los casos sujetos al
derecho común, inter partes, que no dicen relación con lo fundamental que tenga
aplicación erga omnes, deben ser debatidos y resueltos ante la justicia ordinaria, lo que
significa que en principio no deben llegar a la instancia del control constitucional.
TERCERO:- El art. 39 de la Ley de Control constitucional [Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional], determina el objeto de la acción de protección
es un amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución y Tratados
internacionales sobre derechos humanos, en el presente caso existe una narrativa de
varios artículos de la constitución, tampoco existe acción u omisión de autoridad pública
que determine cuál es el derecho violado; por lo expuesto no se acepta a trámite por
improcedente por no reunir los presupuestos del Art. 40 y 42 numeral 1 y último inciso de
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, mediante este

'auto declaro INADMISIBLE LA PRESENTE ACCIÓN DE PROTECCIÓN. Actúe el
señor Secretario del Juzgado...

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiméne;
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En el problema jurídico anterior, se mencionó que la Corte Constitucional en
varias de sus sentencias, ha establecido que el análisis del derecho al debido
proceso en la garantía de la motivación, requiere de la verificación de tres
parámetros con los que debe cumplir la decisión que se impugna, siendo estos
parámetros la razonabilidad, la lógica y la comprensibilidad.

En consecuencia, la Corte Constitucional procederá a analizar si el auto del 15 de
enero de 2014, emitido por la jueza primera de Tránsito de Esmeraldas, cumplió
con los requisitos mencionados.

Razonabilidad

Como se anotó en el primer problema jurídico planteado, diremos que una
sentencia cumple con el requisito de razonabilidad en tanto guarde armonía con
el derecho y la jurisprudencia constitucional, ordinaria o internacional vigente y
pertinente al caso concreto, de modo que se evidencie que la decisión adoptada
por el juzgador se argumente en normas que son conformes con la Constitución,
y no en aquellas que contraríen la misma.

En el caso sub examine, el auto dictado por la jueza primera de Tránsito de
Esmeraldas, inicia fijando su competencia para conocer la acción de protección,
en virtud de lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución de la República. A
continuación, en el considerando primero, se refiere a los hechos que originaron
la acción de protección y a la pretensión de los accionantes.

Posteriormente, en el considerando segundo, la jueza a quo, se limita a señalar
que de los hechos narrados por los accionantes no se desprende vulneraciones de
derechos constitucionales.

En el considerando tercero de la decisión ut supra, menciona los artículos 39 de
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control, 40 y 42 numeral 1 y
último inciso ibidem, respecto de la procedencia de la acciónde protección.

Por otro lado, esta Corte Constitucional observa que la jueza de primera instancia
no realizó relación alguna con el artículo 88 de la Constitución de la República
del Ecuador, respecto a la naturaleza de la acción de protección.

Además, al encontrarse en ejercicio de la jurisdicción constitucional, de
conformidad con lo referido en el problema jurídico anterior, tenía la obligación
de sustentar su fallo en las fuentes primarias del derecho constitucional; es decir,
la Constitución, la normativa correspondiente, la jurisprudencia constitucional
pertinente y en cuanto a esta última fuente de derecho, la observancia de las
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reglas jurisprudenciales establecidas mediante la sentencia N.° 102-13-SEP-CC,
referido ut supra.

Así también, esta Corte Constitucional, en armonía con lo expuesto en párrafos
precedentes, no advierte en qué medida la acción resultaba improcedente si de
por medio no se justifica alguna fuente de derecho que sustente la improcedencia
de la acción.

Aspecto de que determina, que la decisión judicial impugnada, no se sustenta
debidamente en las fuentes del derecho pertinentes a la acción de protección; por
lo cual, en el presente caso la jueza primera de Tránsito de Esmeraldas, no
identificó las fuentes jurídicas que sustentan su decisión y que deben ser
observadas en la acción puesta en su conocimiento, en función del alcance y
naturaleza de la acción de protección. Por tanto, esta Corte colige que la decisión
judicial no cumple con el parámetro de razonabilidad.

Lógica

En el análisis del requisito de lógica, corresponde verificar la coherencia que
debe existir entre las premisas y la conclusión de una decisión judicial, así como
respecto de la carga argumentativa que debe realizar el juzgador.

En tal razón, esta Corte verificará si los argumentos construidos por la jueza
primera de tránsito de Esmeraldas y que sustenta la decisión final, siguen el
respectivo hilo conductor, guardando armonía y coherencia entre sus postulados.

En este orden de ideas, a efectos de analizar si la decisión judicial impugnada
cumple con el parámetro de la lógica, debemos mencionar que la juzgadora una
vez que fija su competencia para conocer la acción de protección planteada, en el
considerando segundo únicamente se limita a señalar que de los hechos narrados
en la demanda no se desprende que exista violación de derechos constitucionales
fundamentales y refiriéndose a que los casos sujetos al derechos común, deben
ser debatidos y resueltos en la justicia ordinaria, así se observa de su contenido:

... SEGUNDO.- De los hechos narrados en la demanda no se desprende que exista
violación de derechos constitucionales fundamentales y la Corte Constitucional ha dejado
sentado que en los casos sujetos al derecho común, interpartes, que no dicen relación con
lo fundamental que tenga aplicación erga omnes, deben ser debatidos y resueltos ante la
justicia ordinaria, lo que significa que en principio no deben llegar a la instancia del
control constitucional...

Í^De lo transcrito se desprende que la jueza de primer nivel sin realizar ningún
-análisis constitucional, llega a la conclusión de que de los hechos narrados no

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
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existe violación de derechos constitucionales fundamentales e incluso hace
referencia a lo que la Corte Constitucional sustenta cuando los procesos son
materia de lajusticia ordinaria, pero sin citar ni señalar las sentencias emitidas y
que sustentan tal argumento; es decir, sin pronunciarse respecto de la alegación
de vulneración de los derechos constitucionales de los accionantes, determina
que no se evidencia ninguna vulneración de derechos constitucionales.

Al respecto, se debe manifestar que la Corte Constitucional en varias de sus
sentencias, se ha pronunciado sobre el alcance y de la acción de protección,
señalando que:

En todo caso, si una decisión judicial rechaza una acción de protección con fundamento
en que es una cuestión de legalidad, dicha decisión debe someterse a una argumentación
racional y jurídicamente fundamentada, en base a criterios que el operador de justicia
haya formado luego de un pronunciamiento que precautele los derechos constitucionales
de las partes, para poder llegar así a conclusiones y establecer que la acción
efectivamente, pretendía someter adebate constitucional cuestiones de legalidad12.

Seguidamente, en el considerando tercero, inicia su análisis citando al contenido
del artículo 39 de la Ley de Control Constitucional (Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional), que se refiere al objeto de la acción de
protección y concluye señalando que la referida garantía jurisdiccionales no
reúne los presupuestos del artículo 40 y 42 numeral 1 y último inciso de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, por tanto la
declara improcedente, así del auto in examine, se desprende:

... TERCERO:- El art. 39 de la Ley de Control constitucional [Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional], determina el objeto de la acción de protección
es un amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución y Tratados
internacionales sobre derechos humanos, en el presente caso existe una narrativa de
varios artículos de la constitución, tampoco existe acción u omisión de autoridad pública
que determine cuál es el derecho violado; por lo expuesto no se acepta a trámite por
improcedente por no reunir los presupuestos del Art. 40 y42 numeral 1y último inciso de
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, mediante este
auto declaro INADMISIBLE LA PRESENTE ACCIÓN DE PROTECCIÓN...

Como se observa, la jueza a quo, no realiza un estudio detallado de las
pretensiones de los accionantes en la acción propuesta ni de los derechos que se
consideran vulnerados y en franca inobservancia a los pronunciamientos emitidos
por esta magistratura, declaró inadmisible la acción de protección, sin que medie
ningún ejercicio argumentativo por parte del operador judicial para llegar a esa
decisión.

2Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 102-13-SEP-CC, caso N.° 0380-10-EP.
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De lo expuesto, se colige que en el caso sub examine, al análisis que le
correspondía realizar a la jueza de primer nivel no podía limitarse a un mero
análisis de legalidad bajo el argumento de que el asunto controvertido era
susceptible de impugnación en la justicia ordinaria, por el contrario su estudio
debía obedecer a un análisis constitucional respecto de los antecedentes del caso
en concreto en relación con los derechos alegados como vulnerados, pues solo
una vez efectuado ese examen, se podría determinar si procede o no la acción de
protección; así como si la justicia ordinaria es la vía idónea y eficaz para resolver
asunto puesto a su conocimiento.

En consecuencia, del análisis realizado a la decisión de primera instancia, esta
Corte Constitucional concluye que los argumentos empleados en la construcción
de la decisión judicial examinada, no han sido efectuados con coherencia y
lógica, pues no existe conexión entre las premisas normativas y fácticas con la
conclusión a la que llegó jueza primera de tránsito de Esmeraldas, por tanto no
cumple con el parámetro de la lógica.

Comprensibilidad

Como consecuencia de la inobservancia de los parámetros de razonabilidad y
lógica, de la lectura del auto que se revisa, se puede constatar que el mismo no es
comprensible, pues la carencia de fundamentos jurídicos y de la construcción de
un razonamiento lógico coherente y ordenado, torna incomprensible la decisión
judicial referida.

En ese sentido, esta Corte Constitucional determina que el auto dictado por la
jueza primera de tránsito de Esmeraldas, el 15 de enero de 2014 a las 16:06,
dentro de la acción de protección N.° 0002-2014, vulnera el derecho al debido
proceso en la garantía de la motivación.

Una vez que se ha identificado vulneración de derechos constitucionales en las
decisiones judiciales dictadas dentro de la acción de protección y en virtud de la
naturaleza de la garantía, esta Corte considera pertinente referirse a la pretensión
del accionante en su libelo de acción de protección, a partir de la formulación del
siguiente problema jurídico:

La pretensión del accionante, respecto de la reliquidación de los valores por
concepto de pensiones jubilares que se han venido cancelando por el Fondo
de Jubilación Especial de Petroindustrial (FOJUPIN), ¿constituye un asunto
de conocimiento mediante acción de protección?

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
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El artículo 88 de la Constitución de la República, determina que el objeto de la
acción de protección es el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en
la Constitución; por su parte el artículo 39 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, establece que esta garantía tiene como
fundamento la tutela de los derechos reconocidos en la Constitución y en los
Tratados Internacionales de derechos humanos que no estén amparados por otras
acciones constitucionales. Por lo que resulta evidente que las decisiones
judiciales en las que se resuelva sobre la procedencia de una acción de protección
deben sustentarse únicamente en el amparo de derechos constitucionales, que
como consecuencia de actos u omisiones de autoridades públicas, particulares o
por políticas públicas estén siendo soslayados; por lo tanto, deber ser el resultado
de un análisis que obedezca ala naturaleza misma de la acción de protección13.

El presente caso tiene como origen la acción de protección planteada por el señor
Pío Quinto Estacio Torres, procurador común de un grupo de jubilados y socios
del Fondo de Jubilación Especial de Petroindustrial (FOJUPIN) en contra de la
ingeniera Jeanneth Calvopiña en calidad de gerente encargada del Fondo de
Jubilación de Petroindustrial, frente a su negativa de admitir un pedido de
reliquidación de cálculo de pensiones jubilares que al momento de la
presentación de la demanda, se les cancelaba a los accionantes como concepto
del Fondo de Jubilación Especial de Petroindustrial y que habría sido modificado
a partir del mes de enero de 2009. Dicha acción de protección fue sustanciada por
la jueza primera de tránsito de Esmeraldas, quien mediante auto emitido el 15 de
enero de 2014, resolvió declarar inadmisible la acción de protección.

De la revisión del contenido de la demanda de acción de protección, se observa
que la pretensión de los accionantes en contra del Fondo de Jubilación de
Petroindustrial, gira en torno al siguiente argumento:

Que se proceda a disponer la reliquidación en forma correcta de los valores que
mensualmente se nos ha venido pagando en forma errónea desde enero del 2009 hasta la
presente fecha, a cada uno de los comparecientes; y para cuyo cálculo su autoridad
dispondrá que serealice mediante un perito Contable, tomando como base para el cálculo
de lo estipulado en el Decreto Presidencial No. 172 de fecha diciembre 07 del 2009; y
nuestra aportación de cada uno de nosotros en forma personal tomando como base
nuestro aporte hasta diciembre 31 del 2008 que era en forma paritaria con el aporte
Patronal hasta ese entonces14.

De lo anotado, puede advertirse con claridad que el fin de activar esta garantía
jurisdiccional de derechos constitucionales es que se les reliquiden los fondos de
jubilación que tuvieron como origen la suscripción de un contrato colectivo enla

13 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 006-17-SEP-CC, caso N.° 1445-13-EP.
14 Texto extraído de la acción de protección, pag. 8 del expediente de instancia.
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década de los noventa, montos o valores que según se alega, sufrieron una
modificación en perjuicio de los accionantes por el decreto ejecutivo expedido
por el Presidente de la República, economista Rafael Correa Delgado, lo cual a
criterio de los legitimados, ha vulnerado sus derechos laborales colectivos
adquiridos con la suscripción de dicho contrato y que tienen relación con los
componentes de los fondos de jubilación de los accionantes.

Al respecto, la Corte Constitucional, mediante el precedente jurisprudencial
obligatorio contenido en la sentencia N.° 001-16-PJO-CC, dentro del caso N.°
0530-10-JP, determinó que:

En consecuencia si se trata de una vulneración que ataca a otra dimensión legal, que no
tiene relación directa con la dignidad de las personas, por ejemplo los de índole
patrimonial deberán contar con otros mecanismos jurisdiccionales que permitan resolver
adecuadamente sobre la vulneración del derecho en la justicia ordinaria...

En este punto, la Corte Constitucional ha señalado que:

Así por ejemplo cuando lo que se pretenda es la declaración de un derecho subjetivo o
cuando el asunto controvertido verse sobre una disconformidad con aspectos relacionados
con la aplicación o interpretación de prescripciones normativas de naturaleza legal o
infralegal, sin la presentación de hechos que determinen la existencia de una vulneración
de derechos constitucionales, se estará ante un escenario que puede ser resuelto por otras
vías judiciales previstas en el ordenamiento jurídico15.

Finalmente es necesario insistir en que la acción de protección se distingue de
otros mecanismos de la justicia ordinaria, cuyo objetivo es la protección de
derechos constitucionales y la declaratoria de vulneración de aquellos, mas no
tiene como objeto la declaración de derechos que se efectúan a través de la
justicia ordinaria, pues de ocurrir aquello se estaría desnaturalizando esta garantía
jurisdiccional.

Sobre la base de lo anotado, esta magistratura constitucional, a través de la
sentencia N.° 0016-13-SEP-CC dictada dentro del caso N.° 1000-12-EP, ha
señalado que:

Para conflictos en materia de legalidad existen las vías idóneas y eficaces dentro de la
jurisdicción ordinaria (...). La acción de protección no constituye un mecanismo de
superposición o reemplazo de las instancias judiciales ordinarias, pues ello ocasionaría el
desconocimiento de la estructura jurisdiccional estatal establecida por la Constitución.

Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N° 334-16-SEP-CC, caso N° 0003-12-EP.
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Del análisis realizado se colige que si bien los jueces provinciales de Esmeraldas,
al igual que la jueza primera de tránsito de dicha provincia, negaron la acción de
protección inobservando las normas sobre la naturaleza y objeto de la acción de
protección, así como la sustanciación de la misma, lo cual ocasionó la
vulneración a la seguridad jurídica y la motivación, no es menos cierto que
aceptar la acción de protección formulada, hubiera provocado vulneración a
derechos constitucionales, principalmente a la seguridad jurídica, puesto que
conforme se determinó previamente, la acción de protección no es un mecanismo
para la solución de antinomias legales y aplicación de normativa
infraconstitucional, mucho menos de interpretación de cláusulas contenidas en
contratos colectivos para reliquidar valores.

En tal virtud, le corresponde a esta Corte disponer el archivo de la acción de
protección por cuanto esta garantía no procede cuando el caso sometido a
conocimiento del juzgador haga referencia a aspectos de mera legalidad, ya que
existen vías judiciales ordinarias para la reclamación de tales derechos.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar la vulneración de los derechos constitucionales a la seguridad
jurídica y al debido proceso en la garantía de la motivación, consagrados
en el artículo 82 y 76 numeral 7 literal 1de la Constitución de la República,
respectivamente.

2. Aceptar la acción extraordinaria planteada.

3. Como medidas de reparación integral se dispone:

3.1. Dejar sin efecto la sentencia del 2 de abril de 2014, expedida por los
jueces de la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de
Esmeraldas, dentro de la acción de protección N.° 0071-2014.

3.2. Dejar sin efecto el auto del 15 de enero de 2014, expedido por la jueza
primera de tránsito de Esmeraldas, dentro de la acción de protección
N.° 0002-2014.
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4. Declarar que una vez realizado un análisis integral respecto de la
vulneración de derechos constitucionales alegados en la acción de
protección, en el caso sub examine, no existe afectación a los derechos del
señor Gil Pió Quinto Estacio Torres, procurador común de un grupo de
jubilados y socios del Fondo de Jubilación Especial de Petroindustrial
(FOJUPIN). En consecuencia se dispone el archivo de la acción de
protección tanto en primera como en segunda instancia.

5. Notifíquese, publíquese y cúmplase.

Alfredo Ruiz Guzma

PRESIDENTE

SECRETAR!

Razón: Siento por tal, ¿fue la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de
la Corte Constitucional con nueve votos de las señoras juezas y señores jueces:
Francisco Butiñá Martínez, Pamela Martínez Loayza, Wendy Molina Andrade,
Tatiana Ordeñará Sierra, Marien Segura Reascos, Ruth Seni Pinoargote, Roxana
Silva Chicaíza, Manuel Viteri Olvera y Alfredo Ruiz Guzmán, en sesión del 18
de octubre del 2017. Lo certifico.

>/

/^*níe4>ozo
( SEtR&T^RIO

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque El Arbolito) • Telfs.: (593-2) 394-1800
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CASO Nro. 0919-14-EP

RAZÓN.- Siento pof tal, que la sehtencia que antecede fue suscrita por el señor
Alfredo Ruiz Guzmán, presidente de la Corte Constitucional, el día martes 31 de
octubre del dos mil diecisiete.- Lo certifico.

PPCh/AFM

www.corteconstitucional.gob.ee

*aúl Prado Chiriboga
Prosecretario General

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque El Arbolito) • Telfs.: (593-2) 394-1800

email: comunicacion@cce.gob.ee
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CASO Nro. 0919-14-EP

RAZÓN.- Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los treinta y un días del
mes de octubre del dos mil diecisiete, se notificó con copia certificada de la
Sentencia Nro. 349-17-SEP-CC de 18 de octubre de 2017, a los señores: Gil
Pió Quinto Estacio Torres, jubilado y socio del Fondo de Jubilación Especial de
Petroindustrial, FOJUPIN, en la casilla constitucional 374, así como también en
la casilla judicial 4920, y a través del correo electrónico:
albertnavarretev@hotmail.com: a Janneth Calvopiña Coronado, Gerente del
Fondo de Jubilación Especial de Petroindustrial, FOJUPIN, en la casilla
constitucional 262, y a través de los correos electrónicos:
idelpozo.debozoabogados@tvcable.net.ee; cía iavierdelpozo@hotmail.com: al
Director Regional de Esmeraldas de la Procuraduría General del Estado, en la
casilla constitucional 018; al Juzgado Primero de Tránsito de Esmeraldas,
mediante oficio Nro. 6667-CCE-SG-NOT-2017; y, a los Jueces de la Sala Única
de la Corte Provincial de Justicia de Esmeraldas, mediante oficio Nro. 6668-
CCE-SG-NOT-2017>^a--€ruien además se devolvió los expedientes originales
Nros. 08451-2014^0002; y 0^101-2014-0071; conforme consta de los
documentos adjuntos.- Lo certificc

PPCh/LFJ

www.corteconstitucional.gob.ee

5rado Chiriboga
Prosecretario General

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque El Arbolito) • Telfs.: (593-2) 394-1800

email: comunicacion@cce.gob.ee
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guia de casilleros constitucionales no. 595

ACTOR

GIL PIÓ QUINTO
ESTACIO TORRES,

JUBILADO Y SOCIO DEL

FONDO DE JUBILACIÓN
ESPECIAL DE

PETROINDUSTRIAL,
FOJUPIN

CASILL

A

CONSTI

TUCION

AL

374

Total de Boletas: (09) NUEVE

DEMANDADO

O

TERCER INTERESADO

DIRECTOR DISTRITAL

DE GUAYAQUIL DEL
SERVICIO NACIONAL

DE ADUANA DEL

ECUADOR

FRANCISCO FALQUEZ
COBO, DIRECTOR

REGIONAL 1 DE LA

PROCURADURÍA
GENERAL DEL ESTADO

JANNETH CALVOPINA

CORONADO, GERENTE
DEL FONDO DE

JUBILACIÓN ESPECIAL
DE PETROINDUSTRIAL,

FOJUPIN

DIRECTOR REGIONAL

DE ESMERALDAS DE

LA PROCURADURÍA
GENERAL DEL ESTADO

CELIO ÁNGEL

MONTESDEOCA, Y
SEGUNDO ERNESTO

CHUNCHA MORETA,
PRESIDENTE Y GERENTE

GENERAL DE LA

COOPERATIVA EN TAXIS

"LA BAHÍA"

ALCALDE Y PROCURADOR

SÍNDICO DEL GOBIERNO
AUTÓNOMO

DESCENTRALIZADO

MUNICIPAL DEL CANTÓN
AMBATO

DIRECTOR REGIONAL

DE TUNGURAHUA DE

LA PROCURADURÍA
GENERAL DEL ESTADO'

CASILL

A

CONSTI

TÜCION

AL

480

018

262

018

329

088;
482

018

NRO. DE

CASO

2136-15-EP

0919-14-EP

0011 12-IS

FECHA DE RESO.

SENT. DICT. PROV. O

AUTOS

SENTENCIA NRO. 351-

17-SEP-CC DE 18 DE

OCTUBRE DE 2017

SENTENCIA NRO. 349-

17-SEP-CC DE 18 DE

OCTUBRE DE 2017

AUTO EN FASE DE

SEGUIMIENTO DE 24 DE

OCTUBRE DEL 2017

ITO, D.M., 31 de Octubre del 2.017

CASILLEROS CONSTITUCIONALES
31 OCT.JJIL...

Hof•:«»»

I TotalBoletas:,

..iESII
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GUIA DE CASILLEROS JUDICIALES No. 682

ACTOR
CASILLA

JUDICIAL

DEMANDADO

O

TERCER INTERESADO

CASILLA

JUDICIAL

Nro. DE

CASO

FECHA DE RESO.

SENT. DICT.

PROV. O AUTOS

BORIS RICARDO

BONILLA VIVANCO

622;
4541

DIRECTOR DISTRITAL

DE GUAYAQUIL DEL
SERVICIO NACIONAL

DE ADUANA DEL

ECUADOR

1346 2136-15-EP

SENTENCIA NRO.

351-17-SEP-CCDE

18 DE OCTUBRE DE

2017

GIL PIÓ QUINTO
ESTACIO TORRES,

JUBILADO Y SOCIO DEL

FONDO DE JUBILACIÓN

ESPECIAL DE

PETROINDUSTRIAL,
FOJUPIN

4920 0919-14-EP

SENTENCIA NRO.

349-17-SEP-CC DE

18 DE OCTUBRE DE

2017

VÍCTOR BOLÍVAR PONCE

POZO
5726

ALCALDE Y

PROCURADOR

SÍNDICO DEL

GOBIERNO

AUTÓNOMO
DESCENTRALIZADO

MUNICIPAL DEL

CANTÓN AMBATO

4285 0011-12-IS

AUTO EN FASE DE

SEGUIMIENTO DE 24

DE OCTUBRE DEL

2017

Total de Boletas: (06) SEIS ITO, D.M., 31 de Octubre del 2.017
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notificador7

De:

Enviado el:

Para:

Asunto:

Datos adjuntos:

notificados <notif¡cador7@cce.gob.ec>
martes, 31 de octubre de 2017 15:48

'albertnavarretev@hotmail.com'; 'jdelpozo.delpozoabogados@tvcable.net.ee';
'cjajavierdelpozo@hotmail.com'
Notificación de la Sentencia Nro. 349-17-SEP-CC dentro del Caso Nro.0919-14-EP
0919-14-EP-sen.pdf
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Quito D. M., 31 de Octubre del 2017
Oficio Nro. 6667-CCE-SG-NOT-2017

Seflor Juez

JUZGADO PRIMERO DE TRÁNSITO DE ESMERALDAS
Esmeraldas.-

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, adjunto copia certificada de la Sentencia Nro.
349-17-SEP-CC de 18 de octubre del 2017, emitida dentro de la acción
extraordinaria de protección Nro. 0919-14-EP, presentada por Gil Pió Quinto
Estacio Torres, jubilado y socio del Fondo de Jubilación Especial de
Petroindustrial, FOJUPIN, referente a la acción de protección Nro. 08451-2014-
0002.

Prado Chiriboga
Prosecretario General

ft dicadoAdjunto: lo
PPCh/LFJ

tJ

J/'
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Corte
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SECRETARIA
GENERAL

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque El Arbolito) • Telfs.: (593-2) 394-1800



GUIA DE ENVÍOS

Servicio: EMS

luis jaramillo

Fecha: 2017-10-31

Orden de trabajo
EN-13424-2017-10-14876637

REMITENTE

CORTE CONSTITUCIONAL

Número de Identificación:

1760001980001

Provincia:

PICHINCHA

Ciudad/Cantón:

QUITO

ICódigo Cliente:

13424

Tipo de identificación:

RUC

Parroquia:

Dirección:

AV. 12 DE OCTUBRE N16-114 Y PASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE AL PARQUE EL

ARBOLITO

Teléfonos: E-mail: mirlam.tapla@cce.gob.ec

Firma del empleado que acepta el envío:

Descripción del contenido:

Hora: 11:26:32

IIII lili! Mil!
EN666982932EC

DESTINATARIO

Nombre:

UNIDAD JUDICIAL DETRABAJO CON SEDE EN ELCANTÓN ESMERALDAS, PROVIN..

Número de Identificación:

Provincia:

ESMERALDAS

Ciudad/Cantón:

ESMERALDAS

Tipo de identificación:

Parroquia:

Dirección:

CALLESUCRE 525 Y MEJÍA, EDIFICIO EXCORTE PROVINCIAL - SUCRE
NOTIFICACIÓN DE LASENTENCIADENTRODELCASO NRO. 0919-14-EP

Refencia:

NOTIFICACIÓN DE LASENTENCIADENTRODELCASO NRO.0919-14-EP

Teléfonos:062997500 EXT. E-mail:

ram?

Hora: Cl:

Para consultas o requerimientos comuníquese al: 1700 CORREO (267 736) / Email: corporalivo@cofreosdelBcgador.gob.ec CDE-OPE-FR013



Nombre de! Cliente:

Servicio:

EMS

31 | 10 | 2017

ORDEN DE TRABAJO

Usuario:

luis jaramillo

Horas Minutos

11 26

CORTE CONSTITUCIONAL

EN-13424-2017-10-14876637

Número de Identificación: Tipo de Identificación:

1760001980001 RUC

Provincia: Ciudad/Cantón: Parroquia:

PICHINCHA QUITO

Dirección:

AV. 12 DE OCTUBRE N16-114 Y PASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE AL PARQUE EL ARBOLITO

Referencia:

Teléfonos: E-mail:

miriam.tap¡a@cce.gob.ec

r»»v4í* .'**;,»..'..<'-

Total de envíos: Peso total(gramos): Valor declarado total: Servicios adicionales:

Lote No.

3646361

Firma del CLIENTE:

Referencia del Lote:

UNIDAD JUDICIAL DE TRABAJO CON SEDE EN EL CANTÓN ESMERALDAS, PROVINCIA
DE ESMERALDAS // CALLE SUCRE 525 Y MEJÍA, EDIFICIO EX CORTE PROVINCIAL-
SUCRE // NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA DENTRO DEL CASO NRO. 0919-14-EP

Firma del CARTERO CDE EP Fecha de recogida (DD/MM/AAAA):

31 OCT, 2017

Hora de recogida (24h00):

Total de envíos recibidos:

Responsable de Ventanilla: Responsable de Admisión: TOTAL DE ENVÍOS LOCALES:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 1:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 2:

Para consultas o requerimientos comuniqúese al: 1700 CORREO (267 736) / Email:
serv¡cioalcliente@correosdelecuador.com.ee

CDE-OPE-FR022
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Constitucional
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Quito D. M., 31 de Octubre del 2017
Oficio Nro. 6668-CCE-SG-NOT-2017

Señores

JUECES DE LA SALA ÚNICA DE LA CORTE PROVINCIAL DE
JUSTICIA DE ESMERALDAS

Esmeraldas.-

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, adjunto copia certificada de la Sentencia Nro.
349-17-SEP-CC de 18 de octubre del 2017, emitida dentro de la acción
extraordinaria de protección Nro. 0919-14-EP, presentada por Gil Pió Quinto
Estacio Torres, jubilado y socio del Fondo de Jubilación Especial de
Petroindustrial, FOJUPIN. A la vez remito el expediente original Nro. 08101-
2014-0071, constante de 02 cuerpos con 23 fojas útiles de su instancia; más el
expediente original Nro. 08451-2014-0002, constante de 02 cuerpos con 116
fojas útiles correspondientes al Juzgado Primero de Tránsito de Esmeraldas,
particular que deberá ser informado a dicha judicatura.

yaül Prado Chiriboga ]
Prosecretario General

Adjunto:
PPCh/LFJ,

Id indiicado

CoNSTI'MiflONAI.
; -vcíOEIECI/MXik

SECRETARIA
GENERAL



GUÍA DE ENVÍOS

Servicio: EMS

Usuario:

luis jaramillo

Fecha: 2017-10-31

Orden de trabajo

EN-13424-2017-10-14876657

REMITENTE

CORTE CONSTiTUCSONAL

Número de Identificación:

1760001980001

Provincia:

PICHINCHA

Ciudad/Cantón:

QUITO

Dirección:

AV. 12 DE OCTUBRE N16-114 Y PASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE AL PARQUE EL

ARBOLITO

Código Cliente:

13424

Tipo de identificación:
RUC

Parroquia:

Teléfonos: E-mail: miriam.tapia@cce.gob.ec

Fiíma del empleado que acepta el e

Descripción del contenido:

Hora: 11:30:07

i mu mu mu
EN666983221EC

DESTINATARIO

Nombre:

SALA ÚNICA MULTICOMPETENTE DELA CORTE PROVINCIAL DEESMERALDAS

Número de Identificación:

Provincia:

ESMERALDAS

Ciudad/Cantón:

ESMERALDAS

Dirección:

CALLE HILDA PADILLA300 Y LUIS TELLO, EDIFICIO CORTE PROVINCIAL - LAS
PALMAS NOTIFICACIÓN DELA SENTENCIA DENTRO DEL CASO NRO. 0919-14-EP,

CON 04 CUERPOS

Refencia:

NOTIFICACIÓN DE LA SENTENCIA DENTRO DEL CASO NRO. 0919-14-EP, CON 04
CUERPOS

Teléfonos: 062997500 EXT. E-mail:

Tipo de identificación:

Parroquia:

Firma:

Para consultas o requerimientoscomuniqúese al: 1700 CORREO(267736) / Email:corporativo@correosdelecuador.gob.ec CDE-OPE-FR013



Nombre del Cliente:

Servicio:

EMS

31 | 10 | 2017

ORDEN DE TRABAJO

Usuario:

luis jaramillo

Horas Minólos

11 | 30

CORTE CONSTITUCIONAL

EN-13424-2017-10-14876657

Número de Identificación: Tipo de Identificación:

1760001980001 RUC

Provincia: Ciudad/Cantón: Parroquia:

PICHINCHA QUITO

Dirección:

AV. 12 DEOCTUBRE N16-114 Y PASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE AL PARQUE EL ARBOLITO

Referencia:

Teléfonos: E-mail:

miriam.tapia@cce.gob.ec

nn* >» '-p> nX>; "v* **
Total de envíos: Peso total(gramos): Valor declarado total: Servicios adicionales:

Lote No.

3646380

Referencia del Lote:

SALA ÚNICA MULTICOMPETENTE DE LA CORTEPROVINCIAL DE ESMERALDAS //
CALLE HILDAPADILLA300 Y LUIS TELLO, EDIFICIO CORTE PROVINCIAL - LAS PALMAS

// NOTIFICACIÓN DELA SENTENCIA DENTRO DEL CASO NRO. 0919-14-EP, CON 04
CUERPOS

r

Responsable de Ventanilla: Responsable de Admisión: TOTAL DE ENVÍOS LOCALES:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 1:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 2:

Para consultas o requerimientos comuniqúese al: 1700 CORREO (267 736) / Email:
servicioalcliente@correosdelecuador.com.ec

CDE-OPE-FR022


